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FIJO el presente TRASLADO por el término de 3 días hábiles, hoy DOCE (12) DE 

JULIO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021), en lugar visible de la Secretaría de este 



Tribunal, término que de conformidad a lo previsto en el art. 110 del CGP, 

empieza a correr el TRECE (13) DE JULIO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021), a 

partir de las 7:00 de la mañana. Se DESFIJA el presente traslado, el QUINCE (15) 

DE JULIO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021), a las 4:00 de la tarde. 
 
 

VER TRASLADO DE EXCEPCIONES A CONTINUACIÓN  
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RO 
Respuestas OJD <respuestasojd@putumayo.gov.co> 
Mié 9/06/2021 6:12 PM 

 

 

 

 

 
Para: 

•  Despacho 01 Tribunal Administrativo - Nariño - Pasto 

CONTESTACIÒN DEMANDA N° 2021-00126 PEDRO CONDE GRANADOS.pdf 
469 KB 

Honorables Magistrados: 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO. 
SALA MIXTA DE DECISIONES. 
MAGISTRADO SUSTANCIADOR: EDGAR GUILLERMO CABRERA RAMOS. 
 
 

Asunto:         CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

Radicado:      520012333000202100126-00. 
Demandante: PEDRO CONDE GRANADOS   
Demandado:  DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO. 
 

Cordial saludo 
 

Por medio de la presente me permito remitir lo anunciado en el asunto, 
para su conocimiento y fines pertinentes. 
 

Cordialmente. 
 
 

Oficina Jurídica Departamental  

Gobernación del Putumayo. 

--  
  
SE INFORMA QUE ESTE CORREO ELECTRÓNICO ES ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE PARA 
EL ENVÍO DE RESPUESTAS POR PARTE DE LA OFICINA JURÍDICA DE LA GOBERNACIÓN DEL 



PUTUMAYO, NO SE TENDRÁN EN CUENTA LOS DOCUMENTO QUE SE REMITAN POR ESTE 
MEDIO, TODA VEZ QUE NO ESTÁ SUJETO A SUPERVISIÓN. 
  
POR FAVOR NO RESPONDA ESTE CORREO.  
Si tiene alguna inquietud, puede hacerlo remitiendo su solicitud a la cuenta de 
correo electrónico notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co 
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San Miguel Agreda de Mocoa, 09 de Junio 2021      

                                          

 

Honorables Magistrados: 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO 

SALA MIXTA DE DECISIÒN 

MAGISTRADO SUSTANCIADOR: EDGAR GUILLERMO CABRERA RAMOS 

Pasto- Nariño 

 

 

 Asunto:    CONTESTACIÓN DEMANDA 

 Radicado:    520012333000202100126-00 

 Demandante:    PEDRO CONDE GRANADOS 

 Demandado:     DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO 

 

 

Cordial saludo. 

 

CLAUDIA YANETH LOAIZA VALENCIA, identificada con la cédula de ciudadanía N°. 

1.053.799.162 de Manizales (C), portadora de la T.P. No. 231.824 del Consejo Superior 

de la Judicatura, e-mail claulv1126@hotmail.com, obrando en calidad de apoderada 

judicial del Departamento del Putumayo, según poder debidamente otorgado por el Dr. 

ALVARO ARTURO GRANJA BUCHELI, mayor de edad, identificado con la cédula de 

ciudadanía número 12.963.828 expedida en Pasto (N), obrando en nombre y 

representación del DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO con NIT 800.094.164-4, en calidad 

de Gobernador Encargado, según Decreto 128 del 4 de febrero del 2021 expedido por el 

Ministerio del Interior y con Acta de posesión N°01 del 5 de febrero de 2021, y por ende 

representante legal de esta entidad de derecho público con domicilio en la Calle 8 No. 7-

40 Palacio Departamental (Mocoa- Putumayo); por medio del presente escrito procedo a 

contestar la demanda de la referencia, en los siguientes términos:  

 

I. FRENTE A LAS PRETENSIONES: 

 

A LA 1: Me opongo a que se declare la nulidad parcial del Decreto 00311 de 2020, toda 

vez que no se evidencia su vulneración a normas de carácter superior y, por el contrario, 

al ser un acto de contenido general, se encuentra motivado debidamente con la anunciación 

de las normas que lo soportan.  

 

 

 

mailto:claulv1126@hotmail.com


 

II. FRENTE A LOS HECHOS: 

 

AL 1: ES CIERTO, de conformidad al Decreto No. 0029 de 2020 anexo a la demanda. 

 

AL 2: ES CIERTO, tal como se evidencia en los Decretos mencionados, los cuales se 

encuentran publicados en la Gaceta Departamental del Putumayo. 

 

AL 3: ES CIERTO, de conformidad al Decreto 00311 de 2020 anexo a la demanda. 

 

AL 4: NO ES CIERTO que el Decreto 311 de 2020 haya omitido motivar de forma integral 

y suficiente la derogatoria del Decreto 029 de 2020, como tampoco es cierto que con ello 

se pueda inferir una expedición irregular del acto administrativo, puesto que de una lectura 

integral del acto administrativo se evidencia que la voluntad del ordenador del gasto era 

reasumir todas y cada una de sus competencias.  

 

Aunado a lo anterior, tal como lo mencionó el Tribunal Administrativo de Nariño, MP: Ana 

Beel Bastidas Pantoja, en el auto de fecha 27 de Mayo de 2021, que negó la medida cautelar 

de suspensión del Decreto 00311 de 2020 que nos ocupa igualmente en la presente 

demanda, dentro del proceso 2021-00113, en el que funge como demandante el Sr. Miguel 

Ángel Robayo Perez: “… tratándose de actos administrativos de carácter general, salvo 

normativa específica y concreta, “es suficiente tener como motivación en ellos la indicación 

de sus fundamentos legales y de su objeto”, como lo precisado la jurisprudencia de esta 

Corporación”, y en efecto, el Decreto 00311 de 2020 invocó como fundamento los 

artículos 209, 211 y 305 de la Constitución Nacional; la Ley 489 de 1998; la Ley 80 de 

1993; la Ley 1150 de 2007; la Ley 1474 de 2011; el Decreto 029 de 2012; el Decreto 1082 

de 2015 y el Decreto 1083 de 2015. 

 

AL 5: NO ES CIERTO, toda vez que el acto administrativo contenido en el Decreto 320 de 

2020, está modificando un Decreto que se encuentra derogado, situación que impide su 

aplicación.  

 

AL 6: ES CIERTO, no obstante, y al igual que el hecho anterior, es un acto que deroga un 

decreto que ya estaba derogado, en consecuencia, sus efectos son inocuos.  

 

AL 7: ES CIERTO, toda vez que los contratos suscritos por la Secretaria de Servicios 

Administrativos Departamental, se encuentran viciados por una nulidad insubsanable que 

debe ser declarada por un juez, al haber sido suscritos sin competencia, lo que la 

jurisprudencia del Consejo de Estado ha denominado, objeto ilícito, la cual emerge dentro 

de las causales de nulidad del derecho común.  

 



 

AL 8: NO NOS CONSTA, debido a que no obra prueba de lo mencionado, aunado a que 

carece de sustento alguno. 

 

 

III. CONSIDERACIONES FACTICAS Y JURIDICAS DE LA DEFENSA: 

 

1. Sea lo primero señalar que cada entidad y organismo público debe cumplir las 

funciones y competencias asignadas por la normativa legal y reglamentaria 

correspondiente, teniendo en cuenta que según el artículo 123 de la Constitución Política, 

los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad, y ejercerán sus 

funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento, sin que por 

disposición del artículo 121 Superior, ninguna autoridad del Estado pueda ejercer 

funciones distintas de las que le atribuyen la misma Constitución y la ley, aunado al hecho 

de que el artículo 6 ídem, establece que los servidores públicos son responsables por 

infringir la Constitución y las leyes, así como por la omisión o extralimitación en el ejercicio 

de sus funciones. 

 

2. Como es conocido, los actos administrativos son la expresión unilateral de la 

voluntad de la Administración dirigida a crear, modificar o extinguir situaciones jurídicas 

generales de carácter abstracto e impersonal y de carácter particular y concreto respecto 

de una o varias personas determinadas o determinables, que producen situaciones y crean 

efectos individualmente considerados (Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo. Sentencia del 14 de julio de 1993, CP. Diego Younes Moreno, exp. AC-

853) 

 

3. Los actos administrativos de carácter general son aquellos que no tienen un 

destinatario determinado, su alcance es indeterminado entendiendo esto como la 

característica de generalidad y abstracción sobre los sujetos (SANTOFIMIO Gamboa, Jaime 

Orlando. Tratado de Derecho, Ob. Cit. 181) 

 

4. Sobre este tipo de actos, en Sentencia 00064 de 2018 del Consejo de Estado se 

explica que: 

 

“…b) Actos administrativos generales. Respecto de los actos administrativos de carácter 

general, en razón a su naturaleza y alcance, por regla general es suficiente tener como 

motivación en ellos la indicación de sus fundamentos legales y de su objeto, salvo que exista 

una disposición en la ley que ordene una motivación diferente, tal como lo precisado la 

jurisprudencia de esta Corporación. 

 



 

La Sala, reitera que los actos administrativos generales son aquellos que crean, modifican 

o extinguen una situación jurídica abstracta o impersonal, que no puede vincularse en 

forma directa e inmediata con una persona determinada o determinable. Uno de los 

factores que suele asociarse erradamente a la determinación de actos de esta naturaleza es 

la cantidad de personas que se ven afectadas por la manifestación de voluntad de la 

administración, sin embargo ello no es característico de los mismos ya que lo que los define 

es «[...] la abstracción o indeterminación individual de sus destinatarios o de las personas 

que pueden resultar cobijadas por el acto [...]» 

 

Por su parte, el acto administrativo particular o individual es aquel que crea, modifica o 

extingue situaciones jurídicas personales y subjetivas, generando consecuencias directas e 

inmediatas sobre personas que la misma decisión identifica o que podrían ser identificables. 

 

(…) 

 

En ese orden, la Sala colige claramente de las precedentes consideraciones, que el Decreto 

2355 del 24 de junio de 2009 es un acto administrativo de carácter general por dos 

sustanciales razones: i) porque crea una situación abstracta e impersonal como lo es la 

reglamentación de la contratación del servicio público educativo de las entidades 

territoriales certificadas; ii) porque no existe en su contenido una individualización precisa 

y determinada de sus destinatarios…” 

 

5. El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en 

su Artículo 65, prescribe que la voluntad de la administración se manifiesta mediante actos 

que producen efectos jurídicos como consecuencia del ejercicio de las competencias 

constitucional y legalmente establecidas, previo el cumplimiento de los procedimientos las 

formalidades específicamente exigidos para su expedición, momento a partir del cual el 

acto nace a la vida jurídica, pero su aplicación queda suspendida hasta que sea dado a 

conocer a sus destinatarios. 

 

6. La ejecutoriedad de los actos administrativos, es decir, su ejecutividad, depende de 

dos aspectos fundamentales: i) la presunción de legalidad del acto administrativo, siempre 

que no haya sido desvirtuada y ii) su firmeza, que, por ejemplo, en lo referido a actos 

administrativos de carácter particular, se obtiene cuando contra los actos administrativos 

no proceda ningún recurso, o los recursos interpuestos se hayan decidido, o no se 

interpongan recursos o se renuncie expresamente a ellos, o cuando haya lugar a la 

perención o se acepten los desistimientos. Por regla general, no sucede lo mismo con los 

actos de carácter general, pues, según lo dispuesto en el artículo 75 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo contra ellos no proceden 

recursos. 



 

 

7. La Corte Constitucional en Sentencia No. C-620 del 2004 nos enseña que “…la 

jurisprudencia y la doctrina han diferenciado los llamados Actos Administrativos de 

carácter general y los Actos Administrativos de carácter particular. A través de los primeros, 

se conocen aquellos actos administrativos en los que los supuestos normativos aparecen 

enunciados de manera objetiva y abstracta, y no singular y concreta, y por lo tanto versados 

a una pluralidad indeterminada de personas; es decir, a todas aquellas que se encuentren 

comprendidas en tales parámetros. Por el contrario, los segundos, son aquellos actos 

administrativos de contenido particular y concreto, que producen situaciones y crean 

efectos individualmente considerados. No obstante lo anterior, la indeterminación no se 

relaciona únicamente en punto del número de receptores de la decisión administrativa, 

sino que igualmente estos aparezcan individualizados. En otras palabras, “puede existir un 

acto general referido, en la práctica, sólo a algunas pocas personas o a ninguna y viceversa, 

un acto individual referido a muchas personas concretamente identificadas…”. 

 

8. La delegación es una medida en virtud de la cual, previamente autorizado por la 

Ley, el titular de una competencia o función administrativa decide transferirla temporal 

y discrecionalmente a otra autoridad, usualmente subordinada; quedando 

meridianamente claro que las competencias o funciones susceptibles de delegación son 

solo aquellas de las cuales es titular la autoridad delegante. Esta figura jurídica encuentra 

su fundamento en los artículos 209 y 211 de la Constitución Política, los que mandan 

que la función administraba se cumple en el Estado Colombiano en los principios de 

igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante 

la descentralización, delegación y la desconcentración de funciones. 

 

9. En ese orden de ideas, es evidente y claro que el acto administrativo que delega 

funciones del titular de una entidad en un subalterno, al igual que el acto que lo deroga o 

que ordena la reasunción de las facultades delegadas, es un acto administrativo de carácter 

general, en cuanto el mismo no crea individualmente una situación particular y concreta, 

sino que dispone de medidas de administración pública generales y abstractas. 

 

10. Considerados errada la edificación jurídico argumentativa de la activa cuando 

establece que el Decreto 029 del 2020 al igual que el Decreto 311 del 2020 son actos 

administrativos de carácter particular y concreto, dado que en modo alguno la delegación 

de funciones en un servidor púbico especifico, muta la naturaleza jurídica de tal 

disposición interna departamental, máxime si tales actos administrativos acorde a su 

naturaleza de carácter general no fueron notificados sino comunicados, así como no 

limitaron su aplicación o ejecutoriedad a la interposición y resultas de recurso alguno. 

 



 

11.  Esta evidente estructuración formal del acto demandado (Decreto 311 del 2020) 

deja sin asidero alguno el fondo argumentativo de la activa respecto a los improbados 

efectos nocivos que afectan de forma grave el orden social y económico del Departamento 

de Putumayo, sustentado en una de las excepciones del artículo 137 de la ley 1437 de 2011 

para pedir la nulidad de los actos administrativos de contenido particular, quedando inane 

todo esfuerzo tergiversador de la real naturaleza jurídica del acto demandado, cual es, ser 

un acto administrativo de carácter general. 

 

Por lo anterior procedemos a plantear las siguientes: 

 

IV. EXCEPCIONES 

 

- INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN CONSTITUCIONAL Y LEGAL. 

 

Como vemos, en el particular no se avizora en modo alguno que con la expedición del 

decreto 311 del 2020 y su expresa mención de derogatoria del Decreto 029 del 2020 se 

hubieren incurrido en las causales de nulidad contempladas en el Artículo 137 de la ley 

1437 del 2011, las cuales son la “… infracción de las normas en que deberían fundarse, o 

sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y 

defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien 

los profirió..”, causales respecto de las cuales nada dice la demanda. 

 

Aunado a lo anterior, tal como lo mencionó el Tribunal Administrativo de Nariño, MP: Ana 

Beel Bastidas Pantoja, en el auto de fecha 27 de Mayo de 2021, que negó la medida cautelar 

de suspensión del Decreto 00311 de 2020 que nos ocupa igualmente en la presente 

demanda, dentro del proceso 2021-00113, en el que funge como demandante el Sr. Miguel 

Ángel Robayo Pérez: “… tratándose de actos administrativos de carácter general, salvo 

normativa específica y concreta, “es suficiente tener como motivación en ellos la indicación 

de sus fundamentos legales y de su objeto”, como lo precisado la jurisprudencia de esta 

Corporación”, y en efecto, el Decreto 00311 de 2020 invocó como fundamento los 

artículos 209, 211 y 305 de la Constitución Nacional; la Ley 489 de 1998; la Ley 80 de 

1993; la Ley 1150 de 2007; la Ley 1474 de 2011; el Decreto 029 de 2012; el Decreto 1082 

de 2015 y el Decreto 1083 de 2015. 

 

- EXCEPCIÓN GENÉRICA DEL ARTÍCULO 282 DEL C.G.P.: 

 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de 

excepciones, frente a los poderes oficiosos del juez en necesario afirmar que lo fundamental 

no es la relación de los hecho que configuran una determinada excepción, sino la prueba 



 

de los mismos, por ende, si el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá 

reconocerla oficiosamente. 

 

V. MEDIOS DE PRUEBA 

 

Respetuosamente solicito a los Honorables Magistrados, el decreto, práctica y se les dé, el 

correspondiente valor probatorio a las documentales aportadas con la demanda, toda vez 

que las mismas fundamentan nuestra oposición. 

 

VII. PETICIONES 

 

Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito a Ud., que 

previo el trámite correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO.-  Solicito respetuosamente al Señor Juez, reconocerme personería para actuar 

conforme al poder conferido, aportado en la contestación al traslado de la medida 

provisional. 

 

SEGUNDO.- Declarar probadas las excepciones propuestas.  

 

TERCERO.- En consecuencia dar por terminado el proceso frente a la entidad que 

represento. 

 

VIII. N O T I F I C A C I O N E S 

 

El demandante, en la dirección que aparece en la demanda. 

 

Al demandado en el palacio Departamental, Calle 8 No. 7-40 Barrio centro Mocoa (P) 

Teléfono: 098-4295473 Ext. 140. Mail: notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co  

A la suscrita apoderada al mail: claulv1126@hotmail.com 

Atentamente,  

 

 

 

 

 

CLAUDIA YANETH LOAIZA VALENCIA 

CC. No. 1.053.799.162 de Manizales (C) 

T.P. 231.824 del C.S. de la J. 

Mail: claulv1126@hotmail.com 

mailto:notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co


 
Contestación Demanda de Reconvención proceso Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

No. 2019-00661 

MARÍA ANGÉLICA <maangelicahm2016@gmail.com> 

Vie 30/04/2021 1:06 PM 

Referencia: Contestación demanda de reconvención 

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho No. 2019-00661 

Demandante en Reconvención: Departamento de Nariño 

Demandado en Reconvención: Jorge Rolando Quintana Arturo 

 

Adjunto envío escrito de contestación de demanda de reconvención, junto con las 
pruebas a hacer valer dentro del proceso y constancia de envío de la contestación 
de la demanda a las demás partes 

 

Atentamente 

 

--  

Quedo atenta. 
 

 

María Angélica Hernández Montenegro 

Correo electrónico: maangelicahm2016@gmail.com 

Celular: 3002730677 - 3217871308 

Fijo: 7316888 - 7418025 
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Pasto, 30 de abril de 2021. 
 
Doctor: 
EDGAR GUILLERMO CABRERA RAMOS  
MAGISTRADO SUSTANCIADOR 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO 
La ciudad 
 

Referencia: 
 

CONTESTACIÓN DEMANDA DE RECONVENCIÓN 

Medio de control: 
 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación No.: 
 

2019-00661 

Demandante en 
reconvención: 
 

DEPARTAMENTO DE NARIÑO 

Demandado en 
reconvención: 

JORGE ROLANDO QUINTANA ARTURO 
 

 
MARÍA ANGÉLICA HERNÁNDEZ MONTENEGRO, abogada en ejercicio, identificada como 
aparece al pie de mi correspondiente firma, actuando en calidad de apoderada judicial 
JORGE ROLANDO QUINTANA ARTURO, comparezco ante Usted con el fin de dar 
contestación a la demanda de reconvención planteada por el DEPARTAMENTO DE NARIÑO, 
tal como sigue a continuación: 

 

A LOS HECHOS 

 
AL PRIMERO: Es cierto, Jorge Rafael Quintana Burbano (Q.E.P.D.) solicitó el 
reconocimiento de la pensión de jubilación, teniendo en cuenta que cumplía con todos los 
requisitos necesarios para ser acreedor de dicha prestación. 
 
AL SEGUNDO: Es parcialmente cierto, pues la Resolución No. 840 del 30 de diciembre de 
1994 le reconoció la pensión de jubilación a Jorge Rafael Quintana Burbano; sin embargo, 
dicho acto administrativo no contabilizó bien los periodos trabajados como Juez Promiscuo 
Municipal de Linares y como Asesor Jurídico de la Gobernación de Nariño, no indicó 
correctamente los extremos temporales del periodo trabajado como Juez Promiscuo 
Municipal de Ricaurte y omitió incluir los periodos en que se desempeñó como Asesor 
Jurídico del Municipio de Tumaco, tiempos que sumados dan más de 4 años NO 
contabilizados.  
 
Jorge Rafael Quintana Burbano informó de todos estos errores a la Caja de Previsión 
Departamental de Nariño y aportó pruebas supletorias para que los subsanaran debido a 
que por incendios en los archivos donde reposaba esta información no era posible aportar 
pruebas principales que acreditaran estos tiempos, pese a lo anterior, las solicitudes hechas 
para que enmienden estos errores nunca fueron atendidas. 
 
AL TERCERO: Es cierto, Jorge Rafael Quintana Burbano solicitó el pago del retroactivo 
pensional al que tenía derecho. 
 
AL CUARTO: Es cierto, puesto que la Caja de Previsión Social de Nariño le reconoció el 
retroactivo pensional reclamado.  
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AL QUINTO: Es parcialmente cierto, en el entendido que Jorge Rafael Quintana Burbano 
laboró al servicio del Estado mucho más de los 20 años y 16 días que se señalan en la 
Resolución 840 del 30 de diciembre de 1994. 
 
No es cierto, en cuanto que señala que dicha pensión se consolidó porque los últimos dos 
años fungió como diputado y estos les permitieron acceder a tal derecho, en tanto que la 
pensión de jubilación reconocida a Jorge Rafael Quintana SI está acorde a la realidad y a la 
ley, pues independientemente de que no hubiera asistido a todas las sesiones de la 
Asamblea Departamental, cumple a satisfacción con los requisitos para acceder a dicha 
prestación, pues como se clarificara más adelante, la Resolución No. 840 del 30 de 
diciembre de 1994 erró en la contabilización y omitió algunos tiempos por él trabajados en 
el servicio público. 
 
Además, los tiempos como diputado tenidos en cuenta para determinar que si tenía 
derecho a la pensión de jubilación fueron de 1990 a 1991 y no como lo manifiesta la 
demandante en reconvención de 1990 a 1992. 
 
AL SEXTO: Es cierto, Jorge Rafael Quintana Burbano falleció en la fecha indicada. 
  
AL SÉPTIMO: No me consta, se trata de actuaciones de una tercera, ajena a mi mandante; 
sin embargo, este es un hecho que puede constatarse a través de las actuaciones 
administrativas allegadas por la parte demandante. 
 
AL OCTAVO: Es cierto, en el entendido de que mediante Resolución No. 990 del 4 de 
noviembre de 2015, le reconocieron la pensión de sobrevivientes a María Angelita Leyton, 
en su condición de cónyuge supérstite. Ello no es óbice para que posteriormente puedan 
presentarse beneficiarios con mejor derecho a reclamar la prestación.    
 
AL NOVENO: Es cierto, en el año 2019, 4 años después de que le reconocieron la pensión 
de sobrevivientes a María Angelita Leyton, le reconocieron el 50% de la pensión de 
sobrevivientes a Ana Quintana Leyton, por la condición de hija invalida de Jorge Rafael 
Quintana.  
 
Dicho reconocimiento se efectúo de manera irregular y con violación de los derechos al 
debido proceso y a la igualdad de mi mandante, puesto que aquel fue efectuado en trámite 
de la impugnación con ocasión de la acción de tutela tuvo que interponer para obtener el 
mismo reconocimiento, dado que se encontraba en las mismas condiciones; actuaciones 
que no le fueron comunicadas a mi mandante a pesar de ser parte integrante de la 
actuación administrativa. 
 
AL DÉCIMO: Es cierto, pero es preciso señalar que mi mandante solicitó el reconocimiento 
de la pensión de sobrevivientes por su condición de hijo invalido, meses antes que Ana 
Cristina Quintana Leyton, pese a lo anterior y teniendo el mismo derecho, a mi mandante 
le fue negada la porción de la pensión de sobrevivientes que le correspondía.   
 
AL UNDÉCIMO: Es cierto, a mi mandante le negaron la pensión de sobrevivientes bajo el 
argumento de que la cónyuge supérstite había manifestado su oposición, trasgrediendo con 
tal actuación sus derechos fundamentales a la seguridad social, puesto que reúne los 
requisitos para acceder a dicha prestación pensional. 
 
La Ley 100 de 1993, que es la normativa que gobierna el caso, dispone quienes son los 
beneficiarios, cumpliendo mi mandante todos los requisitos para estar dentro de dicha 
categoría, en tanto que es hijo del causante, dependió económicamente de su padre y tiene 
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la condición de invalido, pues fue calificado con una pérdida de capacidad laboral superior 
al 50%. 
 
La administración erró al negar la prestación solicitada por mi representado, dado que si 
tenía dudas sobre la concesión del derecho reclamado, habida cuenta que ya existía un 
reconocimiento previo a favor de otra beneficiaria, como es la esposa del causante, la 
actuación no debió ceñirse a solicitarle a ella el consentimiento para modificar el derecho 
que por ley le corresponde, sino que debió suspender el pago del 50% de la pensión y dejar 
que sea el órgano jurisdiccional competente quien determine si le asiste el derecho 
solicitado.  
 
AL DÉCIMO SEGUNDO: Es cierto, solo mediante acción de tutela fue posible que el 
Departamento de Nariño le reconociera de manera transitoria la pensión de sobrevivientes 
en la parte que a mi mandante le corresponde. 
 
AL DÉCIMO TERCERO: No es cierto, dado que Jorge Rafael Quintana Burbano SI trabajo por 
más de 20 años en el servicio público, cumpliendo a cabalidad con los requisitos 
establecidos en la Ley 6 de 1945, Ley 48 de 1962, Ley 5 de 1969, decretos 1723 de 1964 y 
1222 de 1986, normas aplicables a su caso y que son las que establecían los requisitos y 
formas de liquidar las pensiones de jubilación de los Diputados de las Asambleas 
Departamentales. 
 
AL DÉCIMO CUARTO: Es Parcialmente cierto, pues faltaría incluir el periodo en que Jorge 
Rafael Quintana Burbano prestó servicios como Asesor Jurídico al Municipio de Tumaco, 
así:  
 

 
 
Es preciso señalar que Jorge Rafael Quintana Burbano certificó estos periodos trabajados 
con declaraciones extra proceso de los ex alcaldes de tales datas, con documentos y otras 
pruebas supletorias que daban fe del tiempo laborado. Lo anterior teniendo en cuenta que 
por los incendios sucedidos en el Archivo Municipal de Tumaco en los años 1981 y 1988 no 
había documentación alguna respecto del trabajo desempeñado con el Municipio. 
 
Esto mismo paso con el periodo trabajado como Auditor de la Licorera de Nariño y pese que 
se aportaron pruebas supletorias similares, este si fue acreditado para efectos pensionales 
y sin ninguna razón el periodo trabajado con el Municipio de Tumaco, NO fue tenido en 
cuenta.  
  
AL DÉCIMO QUINTO: No es cierto, Jorge Rafael Quintana Burbano trabajó al servicio de la 
rama Judicial de la siguiente manera: 
 

Empleador Desde Hasta Dias Semanas Años

1/06/1981 30/11/1982 548 78,28571 1,501

1/10/1987 31/12/1989 823 117,5714 2,255

1371 195,8571 3,756

Municipio de Tumaco

Total
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Aquí se incluyen los 11 meses que faltan respecto del periodo trabajado como Juez 
Promiscuo Municipal de Ricaurte, pues Jorge Rafael Quintana Burbano ejerció dicho cargo 
desde el 12 de agosto de 1965 hasta el 15 de julio de 1968 y no desde el 12 de agosto de 
1965 hasta el 30 de agosto de 1967 como lo manifestó la Caja de Previsión Social de Nariño 
y como lo manifiesta la apoderada del demandante en reconvención. 
 
Cabe resaltar que Jorge Rafael Quintana Burbano en distintas ocasiones hizo conocer de 
ésta inconsistencia a la Caja de Previsión Social de Nariño, aportando para ello las pruebas 
necesarias para acreditar que estaban incurriendo en un error, dado que trabajó más 
tiempo del que fue analizado para concederle el derecho pensional; sin embargo, sus 
solicitudes que nunca fueron atendidas. 
 
Por lo anterior, el tiempo realmente trabajado por Jorge Rafael Quintana Burbano en la 
Rama Judicial es de 12,58 años y no de 11 años 7 meses y 4 días que equivalen a 11,59 años. 
 
AL DÉCIMO SEXTO: No es cierto, Jorge Rafael Quintana trabajó al servicio del Servicio 
Seccional de Salud de Nariño de la siguiente manera: 
 

 
 
Por lo anterior, el tiempo realmente trabajado por Jorge Rafael Quintana Burbano en el 
Servicio Seccional de Salud de Nariño es de 1,994 años y no de 1 año 11 meses y 17 días 
que equivalen a 1,991 años. 
 
AL DÉCIMO SÉPTIMO: No es cierto, Jorge Rafael Quintana Burbano trabajó al servicio del 
Departamento de Nariño de la siguiente manera: 
 

Cargo Desde Hasta Dias Semanas Años

Juez Promiscuo Municipal de Ospina 29/01/1958 2/01/1959 339 48,42857 0,942

Juez Promiscuo Municipal de Funes 26/01/1959 14/09/1959 232 33,14286 0,644

Juez Promiscuo Municipal de Puerto Leguizamo 4/06/1960 30/04/1961 331 47,28571 0,919

Oficial mayor Juzgado 3 Superior de Pasto 1/12/1961 30/04/1962 151 21,57143 0,419

Juez Promiscuo Municipal de Cumbal 1/04/1965 12/08/1965 134 19,14286 0,372

Juez Promiscuo Municipal de Ricaurte 12/08/1965 15/07/1968 1069 152,7143 2,969

Juez Civil Municipal de la Cruz 17/07/1968 30/08/1969 410 58,57143 1,139

Juez Promiscuo Municipal de Linares 1/09/1969 15/07/1970 318 45,42857 0,883

Juez Civil Municipal de Sandona 23/07/1970 30/08/1971 404 57,71429 1,122

Juez Promiscuo Municipal de Tumaco 18/07/1972 30/08/1975 1139 162,7143 3,164

4527 646,7143 12,58

Rama Judicial

total

Cargo Desde Hasta Dias Semanas Años

Inspector Puesto Salud de Samaniego 13/09/1950 18/10/1951 401 57,28571 1,114

Inspector Puesto de Salud de Sandona 2/09/1954 15/12/1954 105 15 0,292

Inspector Puesto de Salud de Tuquerres 19/07/1955 15/11/1955 120 17,14286 0,333

Inspector Puesto de Salud de la Cruz 16/08/1956 15/11/1956 92 13,14286 0,256

718 102,5714 1,994

Servicio Seccional de Salud de Nariño

total
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Por lo anterior, el tiempo realmente trabajado por Jorge Rafael Quintana Burbano en el 
Servicio Seccional de Salud de Nariño es de 5,019 años y no de 4 años 10 meses y 10 días 
que equivalen a 4,861 años. 
 
AL DÉCIMO OCTAVO: Es cierto, de conformidad con información laboral certificada por el 
Departamento de Nariño. 
 
AL DÉCIMO NOVENO: Es parcialmente cierto, dado que Jorge Rafael Quintana Burbano 
asistió a algunas sesiones en calidad de diputado suplente, pero para determinar a cuantas 
sesiones de la Asamblea Departamental asistió, se debe tener en cuenta el número de 
sesiones asistidas por legislatura anual, conforme lo regula el artículo 3 Ley 5 de 1969 y tal 
como lo certificó el Archivo Departamental, puesto que no es posible tomar el año 
calendario desde el 1 de octubre de 1990 al 30 de septiembre de 1991 como se plantea en 
la demanda de reconvención. 
 
Por lo tanto, no es cierto que Jorge Rafael Quintana Burbano en el año 1990 haya asistido a 
sólo 10 sesiones, puesto que las realmente contabilizadas son once sesiones, como da 
cuenta la certificación aludida, así: 
 
“Año 1990  
Total sesiones: VEINTIOCHO (28) 
El señor JORGE RAFAEL QUINTANA BURBANO: Asistió a ONCE (11) sesiones 
 
Año 1991  
Total sesiones: VEINTICINCO (25) 
El señor JORGE RAFAEL QUINTANA BURBANO: Asistió a VEINTICUATRO (24) sesiones” 
 
AL VIGÉSIMO: Es parcialmente cierto, pues de conformidad con el certificado del Archivo 
Departamental antes señalado, las 25 sesiones de la Asamblea Departamental sólo se 
celebraron en la legislatura del año 1991 asistiendo Jorge Rafael Quintana Burbano a 
veinticuatro (24) de dichas sesiones. 
 
AL VIGÉSIMO PRIMERO: Es cierto, Jorge Rafael Quintana devengo dichos emolumentos por 
los servicios prestados a la Asamblea Departamental de Nariño. 
 
AL VIGÉSIMO SEGUNDO: No es cierto, el tiempo que efectivamente laboró Jorge Rafael 
Quintana Burbano en la Rama Judicial, en el Servicio Seccional de Salud de Nariño y en el 
Departamento de Nariño, con la subsanación de todas las inconsistencias presentadas, 
arroja el siguiente resultado: 
 

 

Cargo Desde Hasta Dias Semanas Años

Director Escuela Nuevo peñol

Director Escuela Urbana Guachucal 22/09/1948 26/10/1950 765 109,2857 2,125

Subjefe Seccion Negocios 14/09/1959 30/05/1960 260 37,14286 0,722

Departamento Adm Transito 30/04/1962 6/07/1962 68 9,714286 0,189

Contraloria-Auditor ante Liconar 19/12/1963 18/01/1965 397 56,71429 1,103

Depto de Nariño - Asesor Juridico 1/09/1971 13/07/1972 317 45,28571 0,881

1807 258,1429 5,019total

Departamento de Nariño

Empleador Tiempo trabajado en años 

Rama judicial 12,58

Serv. Secc. De Sauld de Nariño 1,994

Departamento de Nariño 5,019

TOTAL 19,593
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Lo anterior, sin perjuicio del tiempo en que Jorge Rafael Quintana trabajo como Asesor 
Jurídico del Municipio de Tumaco, pues con la inclusión de este periodo arrojaría el 
siguiente resultado: 
 

 
 

En este sentido, queda claro que Jorge Rafael Quintana Burbano acumula más de 20 años 
trabajados en el servicio público, dejando sin fundamento la demanda de reconvención 
planteada. 
 
AL VIGÉSIMO TERCERO y VIGÉSIMO CUARTO: No son ciertos, para determinar el tiempo a 
tener en cuenta para efectos pensionales, derivados de los periodos que Jorge Rafael 
Quintana Burbano se desempeñó como diputado suplente de la Asamblea Departamental 
de Nariño se debe realizar el siguiente ejercicio:  
 
El artículo 3 de la Ley 5 de 1969 señala lo siguiente: 
 

“Para los efectos del artículo 29 de la Ley 6 de 1945, los lapsos o períodos de tiempo 
en que se hayan devengado asignaciones por servicios prestados a la Nación, en 
ejercicio del cargo de Senador, Representante o Diputado a la Asamblea Nacional 
Constituyente, o a los Departamentos, en el de Diputado a la Asamblea, se 
acumularán a los lapsos de servicio oficial o semi oficial. 
  
Para efectos de la jubilación precedente, las sesiones ordinarias o extraordinarias 
de esas corporaciones en cada legislatura anual, se computarán en materia de 
tiempo y de asignaciones como si el Congresista o Diputado hubiese servido los 
doce meses del respectivo año del calendario, y hubiese percibido durante cada 
uno de dichos doce meses idénticas asignaciones mensuales a las devengadas en 
el tiempo de sesiones. 
  
Si los miembros de las mencionadas corporaciones no hubiesen asistido a todas las 
sesiones ordinarias o extraordinarias de la legislatura, se hará el cómputo en 
proporción al tiempo de servicio”. 

 
Es decir, si durante el año X, la Asamblea Departamental celebró veinte (20) sesiones, estas 
equivaldrían a 12 meses para efectos pensionales, si un diputado solo asiste a 14 sesiones, 
se tendría que hacer una simple regla de 3 para determinar a cuantos meses para efectos 
pensionales equivaldrían las 14 sesiones, así: 
 
20 sesiones  12 meses 
14 sesiones   X meses 
 
14*12/20 = 8,4 meses 
 
Por consiguiente, las 14 sesiones en las que asistió el diputado equivaldrían a 8,4 meses 
para efectos pensionales. 
 

Empleador Tiempo trabajado en años 

Rama judicial 12,58

Serv. Secc. De Sauld de Nariño 1,994

Departamento de Nariño 5,019

Municipio de Tumaco 3,756

TOTAL 23,349
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En el caso de Jorge Rafael Quintana Burbano se tendría que hacer esta operación por dos 
años en los que se desempeñó como Diputado suplente de la Asamblea Departamental de 
Nariño, así: 
 
Año 1990  
Total sesiones: VEINTIOCHO (28) 
ONCE (11) sesiones asistidas 
 
28 sesiones  12 meses 
11 sesiones   X meses 
 
11*12/28 = 4,7142852 meses equivalente a 0,39285714 años 
 
Año 1991  
Total sesiones: VEINTICINCO (25) 
VEINTICUATRO (24) sesiones asistidas 
 
25 sesiones  12 meses 
24 sesiones   X meses 
 
24*12/25 = 11,52 meses equivalente a 0,96 años 
 
Por lo anterior, para efectos pensionales y por el tiempo en que Jorge Rafael Quintana 
Burbano se desempeñó como diputado suplente de la Asamblea Departamental de Nariño 
se deben contabilizar 1,35285714 años resultantes de realizar la siguiente operación: 
 

Año 
No. 

sesiones 
No. sesiones 

asistidas 
equivalente 

en años  

1991 28 11 0,392857143 

1992 25 24 0,96 

total 1,352857143 

 
De tal manera, que esa debe ser la interpretación que deba otorgarse a lo regulado por la 
Ley 5 de 1969, sobre la contabilización de tiempos de servicios para los Diputados. 
 
AL VIGÉSIMO QUINTO: No es cierto, Jorge Rafael Quintana Burbano SI cumplió con los 
requisitos legales para acceder a la pensión jubilación, ya que acumulo más de 20 años en 
el servicio público, en todas las formas posibles, así:  
 
a. Con la correcta contabilización de los periodos trabajados como Juez Promiscuo 

Municipal de Linares y como Asesor Jurídico de la Gobernación de Nariño; con la 
subsanación del periodo trabajado como Juez Promiscuo Municipal de Ricaurte; con la 
inclusión del Periodo Trabajado como Asesor Jurídico del Municipio de Tumaco y con la 
contabilización correcta del periodo trabajado como Diputado de la asamblea 
Departamental de Nariño: 

 

 

Empleador Tiempo trabajado en años 

Rama judicial 12,58

Serv. Secc. De Sauld de Nariño 1,994

Departamento de Nariño 5,019

Municipio de Tumaco 3,756

Asamblea De Nariño 1,3529

TOTAL 24,7019
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b. Con la correcta contabilización de los periodos trabajados como Juez Promiscuo 

Municipal de Linares y como Asesor Jurídico de la Gobernación de Nariño; con la 
subsanación del periodo trabajado como Juez Promiscuo Municipal de Ricaurte; sin la 
inclusión del Periodo Trabajado como Asesor Jurídico del Municipio de Tumaco y con la 
contabilización correcta del periodo trabajado como Diputado de la asamblea 
Departamental de Nariño: 

 

 
 

c. Con la correcta contabilización de los periodos trabajados como Juez Promiscuo 
Municipal de Linares y como Asesor Jurídico de la Gobernación de Nariño; sin la 
subsanación del periodo trabajado como Juez Promiscuo Municipal de Ricaurte; sin la 
inclusión del Periodo Trabajado como Asesor Jurídico del Municipio de Tumaco y con la 
contabilización correcta del periodo trabajado como Diputado de la asamblea 
Departamental de Nariño: 
 

 
 
Por lo anterior, de ninguna manera los actos administrativos de reconocimiento de la 
pensión de jubilación de Jorge Rafael Quintana Burbano están “viciados de nulidad” ni son 
contrarios a las legislaciones vigentes para tal data, dado que, en todas sus formas, el 
pensionado trabajó más de 20 años al servicio del Estado, cumpliendo a cabalidad con todos 
los requisitos para ser beneficiario de dicha prestación. 
 
AL VIGÉSIMO SEXTO: No es cierto, lo devengado por Jorge Rafael Quintana Burbano en el 
año de 1991 no se tomó para liquidación de su pensión de jubilación como si hubiera 
trabajado hasta el año de 1992. 
 
Lo ocurrido fue que el año 1991, que es efectivamente el último año de servicios, de 
conformidad con las operaciones realizadas en la contestación del hecho vigésimo tercero 
y vigésimo cuarto, pues en este periodo asistió a 24 de las 25 sesiones que celebró la 
Asamblea Departamental de Nariño, las cuales equivalen a 1 año para efectos pensionales; 
de manera, que dicho interregno es lo que corresponde al último año de servicios. 
 
AL VIGÉSIMO SÉPTIMO: No es cierto. En cuanto a la liquidación de las pensiones de 
jubilación de los miembros de las Asambleas Departamentales, el artículo 10 del Decreto 
1723 de 1964, dispuso:  
 

“ARTÍCULO 10. En la liquidación de la pensión de jubilación o de invalidez y demás 
prestaciones sociales de los miembros del congreso, de las Asambleas 
Departamentales, del Presidente de la República, de los Ministros del Despacho y del 
Contralor General de la República, se computarán no solamente los sueldos y las 

Empleador Tiempo trabajado en años 

Rama judicial 12,58

Serv. Secc. De Sauld de Nariño 1,994

Departamento de Nariño 5,019

Asamblea De Nariño 1,3529

TOTAL 20,9459

Empleador Tiempo trabajado en años 

Rama judicial 11,69

Serv. Secc. De Sauld de Nariño 1,994

Departamento de Nariño 5,019

Asamblea De Nariño 1,3529

TOTAL 20,0559
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dietas, sino también los gastos de representación y cualquier otra asignación de que 
ellos gozaren o hubieran gozado.” 

 
Por tanto, con base en la normativa citada, la compensación por vacaciones, los viáticos 
devengados en su componente salarial, e incluso la prima de servicios, se deben tener en 
cuenta como factores salariales a efectos de determinar la cuantía de la pension de 
jubilación.   
 
AL VIGÉSIMO OCTAVO: Es cierto, no obstante, esta apreciación resulta irrelevante para el 
proceso debido a que la pensión de jubilación de Jorge Rafael Quintana Burbano se liquidó 
correctamente con el último año de servicios, es decir, el año de 1991. 
 
Lo anterior por cuanto en ese año asistió a 24 de las 25 sesiones que celebro la Asamblea 
Departamental de Nariño, mismas que equivalen a 1 año para efectos pensionales, de 
conformidad con el artículo 3 de la Ley 5 de 1969: “ (..) Para efectos de la jubilación 
precedente, las sesiones ordinarias o extraordinarias de esas corporaciones en cada 
legislatura anual, se computarán en materia de tiempo y de asignaciones como si el 
Congresista o Diputado hubiese servido los doce meses del respectivo año del calendario, 
y hubiese percibido durante cada uno de dichos doce meses idénticas asignaciones 
mensuales a las devengadas en el tiempo de sesiones”.  
 
Por consiguiente, no se deben tener en cuenta otros periodos trabajados para la liquidación 
de la pensión de jubilación. 
 
AL VIGÉSIMO NOVENO: Es cierto, no obstante, este hecho resulta irrelevante dado que la 
pensión de jubilación de Jorge Rafael Quintana Burbano fue reconocida y liquidada 
correctamente como se ha indicado. 
 
AL TRIGÉSIMO: No es cierto, Jorge Rafael Quintana Burbano SI tuvo derecho a la pensión 
de jubilación reconocida y para efectos de su liquidación como se manifestó anteriormente, 
si se tuvo en cuenta el último año de servicios que fue de 1991 con inclusión de todo lo 
devengado en ese periodo conforme a las legislaciones que regulan las pensiones de 
jubilaciones de los Diputados. 
 
Es decir, si durante el año X, la Asamblea Departamental celebró veinte (20) sesiones, estas 
equivaldrían a 12 meses para efectos pensionales, si un diputado solo asiste a 14 sesiones, 
se tendría que hacer una simple regla de 3 para determinar a cuantos meses para efectos 
pensionales equivaldrían las 14 sesiones, así: 
 
20 sesiones  12 meses 
14 sesiones   X meses 
 
14*12/20 = 8,4 meses 
 
Por consiguiente, las 14 sesiones en las que asistió el diputado equivaldrían a 8,4 meses 
para efectos pensionales. 
 
En el caso de Jorge Rafael Quintana Burbano se tendría que hacer esta operación por dos 
años en los que se desempeñó como Diputado suplente de la Asamblea Departamental de 
Nariño, así: 
 
Año 1990  
Total sesiones: VEINTIOCHO (28) 
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ONCE (11) sesiones asistidas 
 
28 sesiones  12 meses 
11 sesiones   X meses 
 
11*12/28 = 4,7142852 meses equivalente a 0,39285714 años 
 
Año 1991  
Total sesiones: VEINTICINCO (25) 
VEINTICUATRO (24) sesiones asistidas 
 
25 sesiones  12 meses 
24 sesiones   X meses 
 
24*12/25 = 11,52 meses equivalente a 0,96 años 
 
Por lo anterior, para efectos pensionales y por el tiempo en que Jorge Rafael Quintana 
Burbano se desempeñó como diputado suplente de la Asamblea Departamental de Nariño 
se deben contabilizar 1,35285714 años resultantes de realizar la siguiente operación: 
 

Año 
No. 

sesiones 
No. sesiones 

asistidas 
equivalente 

en años  

1990 28 11 0,392857143 

1991 25 24 0,96 

total 1,352857143 

 
De tal manera que, para contabilizar el último año de servicios, no se debe trasponer tiempo 
distinto al que se desempeñó como Diputados. 
 
AL TRIGÉSIMO PRIMERO: No es cierto, la liquidación de la pensión de jubilación de Jorge 
Rafael Quintana Burbano realizada por la Caja de Previsión Social de Nariño se encuentra 
ajustada a derecho, pues para determinar el promedio base de la liquidación debía tomarse 
el promedio del último año de servicios, el cual resulta de realizar la equivalencia respecto 
de las sesiones laboradas que correspondería hasta completar dicho año de servicios. 
 
En ese sentido, y conforme lo indica la certificación emitida por el Archivo Departamental 
de Nariño en el año 1991, Jorge Rafael Quintana Burbano asistió a 24 sesiones de la 
siguiente manera: 
  
Año 1991  
Total sesiones: VEINTICINCO (25) 
VEINTICUATRO (24) sesiones asistidas 
 
Por tal razón solo basta hacer una simple regla de 3 para determinar a cuánto tiempo 
equivalen las 24 sesiones en que Jorge Rafael Quintana Burbano participó 
 
25 sesiones  12 meses 
24 sesiones   X meses 
 
24*12/25 = 11,52 meses equivalente a 0,96 años 
 
De lo anterior, resultaría que falta 0.04 años para completar el año y calcular el promedio 
para obtener la suma de la mesada pensional que le corresponde, tiempo faltante que se 
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debe completar con las sesiones a las que Jorge Rafael Quintana Burbano asistió en el año 
de 1990, y que en últimas resulta ser sólo las presenció en el año 1991. 
 
El citado análisis, encuentra correspondencia en lo dispuesto por el articulo 3 de la Ley 5 de 
1969 que indica: 
 

“(..) Para efectos de la jubilación precedente, las sesiones ordinarias o 
extraordinarias de esas corporaciones en cada legislatura anual, se computarán 
en materia de tiempo y de asignaciones como si el Congresista o Diputado hubiese 
servido los doce meses del respectivo año del calendario, y hubiese percibido 
durante cada uno de dichos doce meses idénticas asignaciones mensuales a las 
devengadas en el tiempo de sesiones. 
 
Si los miembros de las mencionadas corporaciones no hubiesen asistido a todas las 
sesiones ordinarias o extraordinarias de la legislatura, se hará el cómputo en 
proporción al tiempo de servicio.”  

 
Teniendo en cuenta lo anterior, queda suficientemente claro que la liquidación de la 
pensión de jubilación de Jorge Rafael Quintana Burbano se encuentra ajustada a las 
legislaciones que la regulan, pues tomo en cuenta el último año de servicios y todo lo 
devengado durante ese periodo (1991) tal y como lo indica el artículo 10 del Decreto 1723 
de 1964, que sobre el particular dispone: 
  

“En la liquidación de la pensión de jubilación o de invalidez y demás prestaciones 
sociales de los miembros del congreso, de las Asambleas Departamentales, del 
Presidente de la República, de los Ministros del Despacho y del Contralor General de 
la República, se computarán no solamente los sueldos y las dietas, sino también los 
gastos de representación y cualquier otra asignación de que ellos gozaren o 
hubieran gozado” 

 
Por tal razón la pensión de jubilación de Jorge Rafael Quintana si fue bien reconocida y si 
fue bien liquidada. 
 
AL TRIGÉSIMO SEGUNDO: No es cierto, la pensión de jubilación se reconoció en derecho y 
fue correctamente liquidada de conformidad con todo lo anteriormente expuesto.  
 

A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 

 
A LAS PRINCIPALES 
 
A LA PRIMERA: ME OPONGO, toda vez que queda claro que Jorge Rafael Quintana Burbano 
reunió a satisfacción todos los requisitos para ser beneficiario de la pensión de jubilación 
reconocida, en este sentido acumulo más de 20 años en el servicio público, en todas las 
formas posibles, así:  
 
a. Con la correcta contabilización de los periodos trabajados como Juez Promiscuo 

Municipal de Linares y como Asesor Jurídico de la Gobernación de Nariño; con la 
subsanación del periodo trabajado como Juez Promiscuo Municipal de Ricaurte; con la 
inclusión del Periodo Trabajado como Asesor Jurídico del Municipio de Tumaco y con la 
contabilización correcta del periodo trabajado como Diputado de la asamblea 
Departamental de Nariño: 
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b. Con la correcta contabilización de los periodos trabajados como Juez Promiscuo 
Municipal de Linares y como Asesor Jurídico de la Gobernación de Nariño; con la 
subsanación del periodo trabajado como Juez Promiscuo Municipal de Ricaurte; sin la 
inclusión del Periodo Trabajado como Asesor Jurídico del Municipio de Tumaco y con la 
contabilización correcta del periodo trabajado como Diputado de la asamblea 
Departamental de Nariño: 

 

 
 

c. Con la correcta contabilización de los periodos trabajados como Juez Promiscuo 
Municipal de Linares y como Asesor Jurídico de la Gobernación de Nariño; sin la 
subsanación del periodo trabajado como Juez Promiscuo Municipal de Ricaurte; sin la 
inclusión del Periodo Trabajado como Asesor Jurídico del Municipio de Tumaco y con la 
contabilización correcta del periodo trabajado como Diputado de la asamblea 
Departamental de Nariño: 

 

 
 
A LA SEGUNDA: ME OPONGO, ya que la pensión de jubilación de Jorge Rafael Quintana se 
ajusta a derecho, en este entendido, resulta procedente el reconocimiento de la porción 
del 25% de la pensión de sobrevivientes que en calidad de hijo invalido le corresponde a mi 
mandante. 
  
Por las razones antes expuestas, no es dable que se suspenda de manera definitiva ni 
transitoria el pago de la pensión de sobrevivientes a mi mandante reconocida, pues se 
acredita con suficiencia el derecho a ser beneficiario de la prestación y el derecho 
generado por el causante. 
 
A LAS SUBSIDIARIAS 
 
A LA PRIMERA: ME OPONGO, toda vez que la pensión de jubilación de Jorge Rafael 
Quintana Burbano SI fue liquidada en debida forma y conforme a las legislaciones vigentes 
para la fecha del reconocimiento y con fecha de corte al 30 de diciembre de 1991. (la Ley 6 
de 1945, Ley 48 de 1962, Ley 5 de 1969, decretos 1723 de 1964 y 1222 de 1986) 
 

Empleador Tiempo trabajado en años 

Rama judicial 12,58

Serv. Secc. De Sauld de Nariño 1,994

Departamento de Nariño 5,019

Municipio de Tumaco 3,756

Asamblea De Nariño 1,3529

TOTAL 24,7019
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Departamento de Nariño 5,019

Asamblea De Nariño 1,3529
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A LA SEGUNDA: ME OPONGO, en tanto no se puede modificar la pensión de sobrevivientes 
reconocida a mi mandante, porque la pensión de jubilación de Jorge Rafael Quintana 
Burbano (Q.E.P.D.) fue bien liquidada. 
 
Por las razones antes expuestas, no es dable que se realice una reliquidación de la pensión 
de jubilación y de la pensión de sobrevivientes, pues las mismas fueron reconocidas y 
liquidadas en debida forma. 
 
A LA TERCERA: ME OPONGO, debido a que la condena en costas y agencias en derecho 
dependerá de las resultas de la litis.  
 

A LOS FUNDAMENTOS EN DERECHO Y NORMAS VIOLADAS APLICABLES AL CASO 

 
No me opongo, sólo que deberán ser valorados en su real dimensión. 
 

FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA DE LA DEFENSA 

 
Principalmente se cimienta la defensa en la demanda de reconvención en los siguientes 
aspectos: 
 
A. Respecto de los errores que presenta la Resolución 840 de 1994 y los años de trabajo 

al servicio del estado por Jorge Rafael Quintana Burbano para determinar si tiene 
derecho a la pensión de jubilación: 

  
La Resolución 840 de 1994 mediante la cual la Caja de Previsión Social de Nariño le 
reconoció la pensión de jubilación a Jorge Rafael Quintana, presenta graves inconsistencias 
que hacen que el tiempo de servicios prestados al Estado sea mucho menor al que 
realmente trabajó. 
 
En efecto, los errores que presenta la Resolución 840 de 1994 son: (i) no contabiliza bien 
los periodos trabajados como Juez Promiscuo Municipal de Linares y como Asesor Jurídico 
de la Gobernación de Nariño; (ii) no toma las fechas realmente trabajadas como Juez 
Promiscuo Municipal de Ricaurte y (ii) no incluye los periodos en que Jorge Rafael Quintana 
Burbano se desempeñó como Asesor Jurídico del Municipio de Tumaco, tiempos que 
sumados dan más de 4 años NO contabilizados. 
 
Es preciso resaltar que de todas estas inconsistencias Jorge Rafael Quintana Burbano 
informó en diferentes ocasiones a Previnar, aportando la documentación pertinente para 
que los errores sean subsanados, no obstante, estas solicitudes nunca fueron atendidas. 
 
En este sentido, se explican los diferentes escenarios para determinar el tiempo que Jorge 
Rafael Quintana Burbano prestó servicios al estado, en todos, arroja más de 20 años de 
servicios, así:  

 
1. Con la correcta contabilización de los periodos trabajados como Juez Promiscuo 

Municipal de Linares y como Asesor Jurídico de la Gobernación de Nariño; con la 
subsanación del periodo trabajado como Juez Promiscuo Municipal de Ricaurte; con la 
inclusión del Periodo Trabajado como Asesor Jurídico del Municipio de Tumaco y con la 
contabilización correcta del periodo trabajado como Diputado de la asamblea 
Departamental de Nariño: 
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2. Con la correcta contabilización de los periodos trabajados como Juez Promiscuo 
Municipal de Linares y como Asesor Jurídico de la Gobernación de Nariño; con la 
subsanación del periodo trabajado como Juez Promiscuo Municipal de Ricaurte; sin la 
inclusión del Periodo Trabajado como Asesor Jurídico del Municipio de Tumaco y con la 
contabilización correcta del periodo trabajado como Diputado de la asamblea 
Departamental de Nariño: 

 

 
 

3. Con la correcta contabilización de los periodos trabajados como Juez Promiscuo 
Municipal de Linares y como Asesor Jurídico de la Gobernación de Nariño; sin la 
subsanación del periodo trabajado como Juez Promiscuo Municipal de Ricaurte; sin la 
inclusión del Periodo Trabajado como Asesor Jurídico del Municipio de Tumaco y con la 
contabilización correcta del periodo trabajado como Diputado de la asamblea 
Departamental de Nariño: 

 

 
 
Por tal razón, la pensión de jubilación de Jorge Rafael Quinta Burbano se ajusta a derecho 
pues cumplió con el requisito de haber trabajado por 20 años o más al servicio del Estado. 
 
No obstante, insiste el demandante como fundamento para plantear la demanda en 
reconvención afirmando que este no se encuentra satisfecho, pese a que el Departamento 
de Nariño ya realizó de manera interna el estudio de la carpeta pensional de Jorge Rafael 
Quintana Burbano, llegando a la conclusión que de manera textual dice:  
 
“Conclusión 
 
Como se puede observar, de acuerdo a lo expuesto anteriormente, queda claro que si bien 
es cierto, el señor QUINTANA, no asistió a la totalidad de las sesiones programadas por la 
Asamblea Departamental y no cumple con los dos años que se encuentran plasmados en la 
Resolución de pension; no se tuvieron en cuenta otros periodos laborados para completar 
los veinte (20) años de servicio. 
 
Además la liquidación se realizó, como se dijo anteriormente, con base en certificaciones 
laborales originales expedidas por funcionario competente, donde se dijo que en el último 

Empleador Tiempo trabajado en años 

Rama judicial 12,58

Serv. Secc. De Sauld de Nariño 1,994

Departamento de Nariño 5,019

Municipio de Tumaco 3,756

Asamblea De Nariño 1,3529

TOTAL 24,7019
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año de servicios lo prestó como diputado de forma completa y de acuerdo a los valores 
que reposan en dichos certificados; por lo tanto no es posible revocar el acto 
administrativo que concedió la pensión del señor QUINTANA, ya que en este caso no se 
actuó de forma ilícita como lo requiere la norma; únicamente procedería la demanda contra 
el propio acto administrativo, acción que a todas luces se encuentra prescrita”. (Negrillas 
mías). 
 
En este entendido, no es de recibo que de manera temeraria el Departamento de Nariño 
presente una demanda a sabiendas que no le asiste razón, más aún cuando ya realizó un 
estudio previo de la carpeta pensional de Jorge Rafael Quintana Burbano concluyendo que 
NO había ninguna inconsistencia en el reconocimiento de su pensión de jubilación y 
poniendo en evidencia solamente su propio error respecto de la contabilización del tiempo 
por él laborado al servicio del estado.  
 
B. Respecto de la contabilización para efectos pensionales de los periodos en que Jorge 

Rafael Quintana Burbano trabajo como Diputado: 
 
El Departamento de Nariño realiza una interpretación errada y conveniente de lo estipulado 
en la Ley 5 de 1969, pues lo cierto es que para determinar el tiempo que se debe tener en 
cuenta para efectos pensionales, derivados de los periodos que Jorge Rafael Quintana 
Burbano se desempeñó como diputado suplente de la Asamblea Departamental de Nariño, 
se debe tener en cuenta lo dispuesto por el artículo 9 de la Ley 48 de 1962 y el artículo 3 de 
la Ley 5 de 1969, que sobre el particular señalan lo siguiente: 
 

“Para los efectos del artículo 29 de la Ley 6 de 1945, los lapsos o períodos de tiempo 
en que se hayan devengado asignaciones por servicios prestados a la Nación, en 
ejercicio del cargo de Senador, Representante o Diputado a la Asamblea Nacional 
Constituyente, o a los Departamentos, en el de Diputado a la Asamblea, se 
acumularán a los lapsos de servicio oficial o semi oficial. 
  
Para efectos de la jubilación precedente, las sesiones ordinarias o extraordinarias 
de esas corporaciones en cada legislatura anual, se computarán en materia de 
tiempo y de asignaciones como si el Congresista o Diputado hubiese servido los 
doce meses del respectivo año del calendario, y hubiese percibido durante cada 
uno de dichos doce meses idénticas asignaciones mensuales a las devengadas en 
el tiempo de sesiones. 
  
Si los miembros de las mencionadas corporaciones no hubiesen asistido a todas las 
sesiones ordinarias o extraordinarias de la legislatura, se hará el cómputo en 
proporción al tiempo de servicio”.  

 
Con base en la normativa citada, para contabilizar los tiempos para efectos pensionales de 
los diputados, se debe realizar el siguiente ejercicio: 
 
Si durante el año X, la Asamblea Departamental celebró veinte (20) sesiones, estas 
equivaldrían a 12 meses para efectos pensionales, si un diputado solo asiste a 14 sesiones, 
se tendría que hacer una simple regla de 3 para determinar a cuantos meses para efectos 
pensionales equivaldrían las 14 sesiones, así: 
 
20 sesiones  12 meses 
14 sesiones   X meses 
 
14*12/20 = 8,4 meses 
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Por consiguiente, las 14 sesiones en las que asistió el diputado equivaldrían a 8,4 meses 
para efectos pensionales. 
 
En el caso de Jorge Rafael Quintana se tendría que hacer esta operación por dos años en los 
que se desempeñó como Diputado suplente de la Asamblea Departamental de Nariño, así: 
 
Año 1990  
Total sesiones: VEINTIOCHO (28) 
ONCE (11) sesiones asistidas 
 
28 sesiones  12 meses 
11 sesiones   X meses 
 
11*12/28 = 4,7142852 meses equivalente a 0,39285714 años 
 
Año 1991  
Total sesiones: VEINTICINCO (25) 
VEINTICUATRO (24) sesiones asistidas 
 
25 sesiones  12 meses 
24 sesiones   X meses 
 
24*12/25 = 11,52 meses equivalente a 0,96 años 
 
Por lo anterior, para efectos pensionales y por el tiempo en que Jorge Rafael Quintana 
Burbano se desempeñó como diputado suplente de la Asamblea Departamental de Nariño 
se deben contabilizar 1,35285714 años resultantes de realizar la siguiente operación: 
 

Año 
No. 

sesiones 
No. sesiones 

asistidas 
equivalente 

en años  

1991 28 11 0,392857143 

1992 25 24 0,96 

total 1,352857143 

 
C. Respecto del último año de servicios de Jorge Rafael Quintana Burbano y la liquidación 

de la pensión de jubilación  
 
Teniendo en cuenta lo antes descrito, resulta evidente que el último año de servicios fue 
prestado por Jorge Rafael Quintana a la Asamblea Departamental de Nariño en calidad de 
Diputado suplente, por lo que no resulta de recibo que dicho tiempo se deba computar con 
otros periodos trabajados con otros empleadores a fin de determinar el último año de 
servicios. 
 
Luego, tras determinar que el último año de servicios lo prestó como Diputado de la 
Asamblea Departamental de Nariño, solo se debe tomar ese lapso y dentro de aquel el 
último salario devengado por Jorge Rafael Quintana Burbano y dividirlo en asignaciones 
mensuales iguales debido a que el periodo de sesiones solo duró 2 meses, esto de 
conformidad con el inciso 2 del artículo 3 de la Ley 5 de 1969.  
 
Dicha operación fue la que realizó la Caja de Previsión Departamental de Nariño incluyendo 
para liquidación de la pensión de jubilación todo lo devengado por Jorge Rafael Quintana 
Burbano durante ese año de servicios teniendo en cuenta lo señalado por el artículo 10 del 
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Decreto 1723 de 1964 respecto de la inclusión “no solamente los sueldos y las dietas, sino 
también los gastos de representación y cualquier otra asignación” que los miembros de las 
Asambleas Departamentales gozaren o hubieran gozado. 
 
Por tal razón, se insiste nuevamente que la pensión de jubilación de Jorge Rafael Quintana 
Burbano fue reconocida en derecho y no es contraria a las legislaciones vigentes para la 
data y a pesar de que se presentaron errores respecto de la determinación del tiempo 
trabajado al servicio del Estado, queda demostrado que laboró por más de 20 años, 
cumpliendo con todos los requisitos para ser beneficiario de dicha prestación. En este 
entendido, deben despacharse desfavorablemente todas y cada una de las declaraciones y 
pretensiones de la demanda en reconvención. 
 

A LAS PRUEBAS DEL DEMANDANTE EN RECONVENCIÓN 

 
Me atengo a lo que el despacho disponga sobre el valor probatorio que les reconozca 
 

EXCEPCIONES 

 
1. CADUCIDAD. Se fundamenta en el hecho que no se demandó en tiempo la nulidad y el 

restablecimiento del derecho del acto administrativo que le reconoció la pensión de 
jubilación a Jorge Rafael Quintana Burbano, siendo que lo que busca el demandante en 
reconvención a título de restablecimiento del derecho es que se suspenda de manera 
definitiva la pensión de sobrevivientes. 
 

2. BUENA FE. Se fundamenta en que mi mandante ha obrado con absoluta transparencia y 
rectitud en su actuar, solicitando la porción de la pensión de sobrevivientes que le 
corresponde, con la certeza de que su padre, Jorge Rafael Quintana Burbano, cumplió 
con todos los requisitos acceder a la pensión de jubilación, de la cual disfrutó por más de 
21 años. 

 
3. IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. Se 

fundamenta en la inexistencia de yerro en el reconocimiento de la pensión de jubilación 
de Jorge Rafael Quintana Burbano, en tanto que dicha prestación económica fue 
concedida conforme a la legislación vigente para la data en que se realizó la petición, 
porque: 

 
Jorge Rafael Quintana Burbano cumplió con el requisito de edad y acumuló más de veinte 
años al servicio del estado, lo anterior, a pesar de los múltiples errores que cometió 
Previnar para contabilizar el tiempo realmente trabajado por él, mismo que nunca fue 
subsanado a pesar de las diferentes solicitudes presentadas.  
 
En tal sentido, el tiempo realmente trabajado por Jorge Rafael Quintana en el servicio 
del Estado fue: 
 

 
 

Empleador Tiempo trabajado en años 

Rama judicial 12,58
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El último año de servicios lo prestó Jorge Rafael Quintana al servicio de la Asamblea 
Departamental de Nariño, pues la conversión de las sesiones por él asistidas para efectos 
pensionales arroja la suma de 1,3529 años, así: 
 

Año 
No. 

sesiones 

No. 
sesiones 
asistidas 

equivalente 
en años  

1991 28 11 0,392857143 

1992 25 24 0,96 

total 1,352857143 

 
 
Por consiguiente, la pensión de jubilación concedida a Jorge Rafael Quintana Burbano se 
ajusta a derecho porque cumplir con satisfacción con los requisitos de edad y tiempo de 
servicios públicos (más de 20 años) y su liquidación se atempera a lo establecido en la 
normativa vigente para tal reconocimiento, dado que resulta de aplicar el promedio de 
lo devengado en el último año de servicios, con inclusión de todo lo devengado. 

 
4. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN. Se fundamenta en el hecho demostrado que Jorge 

Rafael Quintana Burbano trabajó por más de 20 años al servicio del Estado, que su último 
año de servicios lo prestó como Diputado de la Asamblea de Nariño y, por consiguiente, 
la liquidación de la pensión de jubilación se ajustó a lo consagrado en las normas que la 
regulan vigentes al tiempo de su reconocimiento. 

 
5. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA DEL DEMANDANTE EN RECONVENCIÓN. Se 

fundamenta en la falta de demostración del demandante en reconvención sobre la 
procedencia de algún derecho a su favor, dado que la pensión de jubilación de Jorge 
Rafael Quintana Burbano fue reconocida y liquidada en debida forma y, por el contrario, 
queda establecido que es su deber reconocer de manera definitiva la pensión de 
sobrevivientes en la porción que a mi mandante le corresponde y a la que pueda llegar 
a acceder por acrecentamiento de la mesada. 

 
6. APLICACIÓN DE LA TEORÍA DEL ACTO PROPIO. Se fundamenta en el hecho que en el 

caso sub examine se cumplen con los requisitos para que proceda la teoría del acto 
propio y cobre significancia la confianza legítima de mi mandante respecto de su derecho 
pensional por sobrevivencia, conforme lo siguiente: 

 
i) una conducta relevante que genere en la otra persona un grado de confianza 

legítima sobre la realización o concreción, en el futuro, de unas consecuencias en 
particular: la pensión de jubilación de Jorge Rafael Quintana Burbano fue 
reconocida conforme a derecho por cumplir los requisitos exigidos para tal efecto 
y por consiguiente mi mandante tiene derecho a la porción de la pensión de 
sobrevivientes que se reclama en el expediente inicial.  
  

ii) que, con posterioridad, emerja otra conducta (quizás una pretensión) que 
contradiga con evidente y objetiva incoherencia, los antecedentes plantados: la 
demanda de reconvención presentada de manera temeraria para revocar la 
pensión de jubilación de Jorge Rafael Quintana Burbano y la pensión de 
sobrevivientes que se reconoció transitoriamente a mi mandante, lo anterior 
debido a que quedó demostrado que el reconocimiento de la pensión de jubilación 
NO fue ilícita ni contraria a la Ley, conclusión a la que también llegó el 
Departamento de Nariño al analizar el expediente pensional de Jorge Rafael 
Quintana Burbano, en tal sentido, el demandante evidencio que no era viable 
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revocar el acto administrativo de reconocimiento pensional y aun así planteo una 
demanda de reconvención sin fundamento. 
 

iii) que la nueva situación presentada tenga trascendencia en lo jurídico y la virtualidad 
para afectar lo existente: el objetivo de la demanda de reconvención es que se 
revoque la pensión de jubilación de Jorge Rafael Quintana Burbano y como 
consecuencia de ello, la pensión de sobrevivientes reconocida transitoriamente a 
mi mandante, afectando con esta pretensión los derechos de mi mandante y 
dando al traste la situación que había consolidado por más de 21 años en favor de 
su padre, de quien dependió y depende económicamente.  
 

iv) que haya identidad entre quienes resultaron involucrados en uno y otro episodio: 
hay identidad, pues mi mandante es el beneficiario de la pensión de jubilación de 
Jorge Rafael Quintana Burbano. 

 
7. PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD. Se fundamenta en el hecho que el Departamento de 

Nariño pudo revocar directamente el acto administrativo del que se depreca la nulidad 
y restablecimiento del derecho, acción que nunca realizó, pues al revisar el expediente 
pensional de Jorge Rafael Quintana evidenció, de una parte, que la pensión de jubilación 
no fue reconocida de manera ilícita y, de otra, que, cometiendo un error, NO 
contabilizaron correctamente todos los tiempos por él trabajados. 
  

8. ERRADA INTERPRETACIÓN DE LA NORMATIVA QUE REGULA EL RECONOCIMIENTO 
PENSIONAL PARA MIEMBROS DE ASAMBLEAS DEPARTAMENTALES CON 
ANTERIORIDAD A LA VIGENCIA DE 1991. Se fundamenta en que el demandante en 
reconvención realiza una interpretación errada y conveniente de la normatividad que 
regula lo concerniente al reconocimiento de la pensión de jubilación de los empleados 
públicos, específicamente de los Diputados de las Asambleas Departamentales, porque 
dichas interpretaciones no se ajustan a derecho ni a la realidad. Aunado a lo anterior, 
quedó más que demostrado que Jorge Rafael Quintana Burbano trabajó por más de 20 
años al servicio del Estado, requisito que el demandante en reconvención manifestó que 
no estaba satisfecho y que fue fundamento para plantear la demanda de reconvención. 

 
9. TEMERIDAD. Se fundamenta en que el demandante en reconvención realiza una serie 

de afirmaciones que no guardan consonancia con la realidad, pretendiendo generar 
confusiones inadmisibles de la norma que resulta aplicable al caso de reconocimiento 
pensional de Jorge Rafael Quintana Burbano, que, además, lesionarían enormemente el 
patrimonio de mi mandante en calidad beneficiario de la pensión de sobrevivientes. 
  

10. COBRO DE LO NO DEBIDO. Se fundamenta en el hecho que no existe la obligación 
reclamada por el demandante en reconvención, quien además deberá responder por las 
costas de tal actuación. 

 
11. GENÉRICA O INNOMINADA. Se fundamenta en lo previsto en el inciso 2 del artículo 187 

de la Ley 1437 de 2011, según el cual en la sentencia se debe decidir las excepciones 
propuestas y “sobre cualquier otra que el fallador encuentre probada”. 

 

PRUEBAS 

 
A. DOCUMENTALES 
 
Respecto de los años trabajados por Jorge Rafael Quintana al servicio del Estado 
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1. Proyecto de Resolución de reconocimiento de la pensión de jubilación de Jorge Rafael 
Quintana sustanciada por Lourdes Villacis Asesora jurídica de la Caja de Previsión Social 
de Nariño del 7 de diciembre de 1993. 

2. Proyecto de Resolución No. 0253 de 1994 emitida por la Caja de Previsión Social de 
Nariño. 

3. Solicitud presentada por Jorge Rafael Quintana al gerente de la Caja de Previsión Social 
de Nariño mediante el cual informa respecto de los periodos omitidos, inconsistencias y 
errores que presenta el proyecto de Resolución de reconocimiento pensional, para que 
sean enmendados 

4. Solicitud del 12 de abril de 1994 presentada por Jorge Rafael Quintana a la Caja de 
Previsión Social de Nariño para que sean subsanados los periodos que presentan 
inconsistencias, y para que se incluyan periodos omitidos. 

 
Objeto de la prueba: Acreditar los errores que presentan los proyectos de la resolución de 
reconocimiento pensional de Jorge Rafael Quintana y las solicitudes reiteradas presentadas 
para que estas inconsistencias y errores sean subsanados  

 
5. Copia de la Resolución 840 de 1994 mediante la cual la Caja de Previsión Social de Nariño 

le reconoció la pensión de jubilación a Jorge Rafael Quintana. 
 

Objeto de la prueba: Acreditar la omisión de Previnar frente a las solicitudes que hiciera 
Jorge Rafael Quintana para que arreglen los tiempos prestados al servicio del Estado, pues 
en esta resolución se denotan los mismos errores de los proyectos que la antecedieron. 

 
6. Acta de posesión de posesión de Jorge Rafael Quintana en el cargo de Juez Promiscuo 

Municipal de Ricaurte 
7. Copia de la certificación emitida por el Alcalde del Municipio de Ricaurte mediante el 

cual acredita que Jorge Rafael Quintana trabajó como Juez Municipal de Ricaurte desde 
el 12 de agosto de 1965 hasta el 15 de julio de 1968, fecha en la que fue reemplazado 
por Fernando Portilla. 

 
Objeto de la Prueba: Acreditar los verdaderos extremos temporales del periodo en que 
Jorge Rafael Quintana se desempeñó como Juez Municipal de Ricaurte que va desde el 12 
de agosto de 1965 hasta el 15 de julio de 1968, es decir 11 meses más del contabilizado en 
la Resolución No. 840 de 1994.  
 
8. Copia de la solicitud elevada por Jorge Rafael Quintana al Tesorero Municipal de Tumaco 

para que emita certificación respecto de que debido a los incendios sucedidos en el año 
1981 y 1988 no era posible expedir constancia sobre los cargos que desempeño, tiempo 
de servicios, sueldos devengados, records de trabajo, entre otros. 

9. Copia de la respuesta emitida por la Alcaldía Municipal de Tumaco, mediante el cual 
certifica lo antes solicitado. 

10. Copia de la declaración extra-proceso rendida por Otto Manzi Benites, Alcalde de 
Tumaco para el periodo 1981-1982, declaración que da fé que mi mandante se 
desempeñó como Asesor Jurídico de Tumaco en dicho periodo. 

11. Copia de la declaración extra-proceso rendida por Eric Seidel Santos, Alcalde de Tumaco 
para el periodo 1988-1989, declaración que da fe que mi mandante se desempeñó como 
Asesor Jurídico de Tumaco en dicho periodo. 

12. Copia de la remisión de pruebas que Jorge Rafael Quintana aportó a Previnar con relación 
al periodo en que trabajó como Asesor Jurídico del Municipio de Tumaco. 

13. Documentos en 14 folios aportados en la remisión de pruebas antes señaladas. 
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14. Copia de la solicitud elevada por Jorge Rafael Quintana al Banco Popular de Cali para que 
emita certificación o constancia sobre los valores del sueldo mensual que el Municipio 
de Tumaco le pago por conducto de dicho Banco con sede en Tumaco. 
 

Objeto de la Prueba: Acreditar el periodo trabajado por Jorge Rafael Quintana al servicio 
del Municipio de Tumaco en los periodos 1981- 1982 y 1988-1989, periodo que solicitó a 
Previnar se tuviera en cuenta para efectos pensionales, solicitud que nunca fue atendida a 
pesar de aportar todas las pruebas antes descritas. 
 
Respecto del análisis de del expediente pensional de parte del Departamento de Nariño 
 

15. Oficio emitido por talento humano del Departamento de Nariño en la que solicita a la 
Sub secretaria de talento humano el estudio de la carpeta pensional de Jorge Rafael 
Quintana y en tal sentido emitir un concepto 

16. Informe emitido por la profesional Universitaria del Departamento de Nariño, respecto 
del análisis de la carpeta pensional de Jorge Rafael Quintana donde se concluyó que la 
pensión de jubilación no fue reconocida de forma ilícita y por consiguiente no podían 
revocar el acto administrativo de reconocimiento, evidenciando además que no habían 
tenido en cuenta algunos periodos efectivamente trabajados por Jorge Rafael Quintana 
que sumaban más de 20 años de servicios al Estado. 

 
Objeto de la Prueba: Acreditar el análisis hecho por el Departamento de Nariño del 
expediente pensional de Jorge Rafael Quintana, en el que concluyo que trabajo por más de 
20 años al servicio del estado, que no se computaron algunos periodos efectivamente 
trabajados y que en tal sentido la pensión de jubilación no fue reconocida de manera ilícita; 
Acreditar la temeridad con la que actúa el demandante en reconvención al plantear una 
demanda a sabiendas de que no le asiste razón y acreditar la teoría del acto propio en el 
presente caso 
 
Respecto del periodo trabajado como diputado para efectos pensionales 
 

17. Constancia emitida por el Secretario General de la Asamblea Departamental de Nariño, 
donde acepta la autorización dada por Luis Fernando Santa para que Jorge Rafael 
Quintana lo supla en calidad de diputado suplente. 

18. Constancia emitida por el Archivo Departamental donde indica las sesiones que participo 
Jorge Rafael Quintana en el año 1990 y en el año 1991. 

19. Certificado emitido por la Tesorería General del Departamento de Nariño donde se 
indican los salarios y demás emolumentos devengados durante su último año de 
servicios (1991). 

 
Objeto de la prueba: Acreditar la calidad de Diputado suplente de Jorge Rafael Quintana, 
acreditar que para contabilizar el tiempo trabajado por Jorge Rafael Quintana como 
diputado para efectos pensionales se debe tomar como lo indica la certificación expedida 
por el Archivo Departamental, las sesiones asistidas por legislatura anual, es decir, año 
1990: 11 sesiones asistidas – año 1991: 24 sesiones asistidas; acreditar que el último año de 
servicios lo prestó como diputado de la Asamblea de Nariño; acreditar que la pension de 
jubilación de Jorge Rafael Quintan fue bien liquidada de conformidad con todo lo 
devengado durante el último año de servicios. 
 

ANEXOS 

 
1. Poder debidamente otorgado para actuar. 
2. Las pruebas enunciadas en el acápite anterior 
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NOTIFICACIONES 

 
Las mismas contenidas en la demanda inicial. 
 
Atentamente, 
 
 

 
MARÍA ANGÉLICA HERNÁNDEZ MONTENEGRO  
C.C.No.37.123.709 de Ipiales 
T.P. No.132.698 del C. S. de la J.  



MARÍA ANGÉLICA <maangelicahm2016@gmail.com>

Contestación Demanda de Reconvención proceso Nulidad y Restablecimiento del
Derecho No. 2019-00661 
1 mensaje

MARÍA ANGÉLICA <maangelicahm2016@gmail.com> 30 de abril de 2021, 12:57
Para: floralbamera@narino.gov.co, "para: arodriguez@procuraduria.gov.co" <arodriguez@procuraduria.gov.co>,
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co, Procesos Territoriales
<PROCESOSTERRITORIALES@defensajuridica.gov.co>, dfma1712@gmail.com, JURIDICA - GOBERNACIÓN DE NARIÑO
<juridica@narino.gov.co>, NOTIFICACIONES - GOBERNACIÓN DE NARIÑO <notificaciones@narino.gov.co>,
anitaquintana1@hotmail.com, ivan.230706@hotmail.com

Buen dia, en cumplimiento de  lo estipulado por el Decreto 806 de 2020, me permito enviar la
contestación a la demanda de reconvención formulada por el Departamento de Nariño dentro del Proceso
de Nulidad y Restablecimiento del Derecho No. 2019-00661. 

--  
Quedo atenta.

María Angélica Hernández Montenegro
Correo electrónico: maangelicahm2016@gmail.com
Celular: 3002730677 - 3217871308
Fijo: 7316888 - 7418025

2 adjuntos

contestación demanda reconvención.pdf 
892K

Pruebas Contestacion Demanda de Reconvencion.pdf 
15135K
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